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Resol. Serie “B” N° 44
En la Ciudad de Santiago del Estero, a los dieciocho         días del mes de noviembre de dos mil veinte, la Sala Criminal, Laboral y Minas del Excmo. Superior Tribunal de Justicia, integrada por el Dr. Eduardo Federico Lopez Alzogaray, como Presidente, y los Dres. Ana Rosa Rodriguez y Eduardo José Ramón Llugdar, como Vocales y, a los efectos del art. 188 de la Constitución Provincial, con los Dres. Carmelo Vidal y Graciela Viaña de Avendaño, asistidos por la Secretaria Judicial Autorizante, Dra. Karina Chaud Nigro, a los efectos de resolver el recurso interpuesto contra la resolución de fs. 37/43 vta. del Expte. N° 19.125 – Año 2018 – Autos: “Prieto Héctor Francisco s.d. Homicidio Culposo e.p. I. P. A. – Casación Criminal”. Establecido el orden de pase a estudio, resultó designado para hacerlo en primer término el Dr. Eduardo Federico Lopez Alzogaray, y en segundo y tercer lugar, los Dres. Ana Rosa Rodriguez y Eduardo José Ramón Llugdar, respectivamente; y a los efectos del art. 188 de la Constitución Provincial, los Dres. Carmelo Vidal y Graciela Viaña de Avendaño. 
El Sr. Vocal, Dr. Eduardo Federico Lopez Alzogaray, dijo:

Y Vistos:



Para resolver en los autos del epígrafe.--------



Y Considerando:



I) Resolución Recurrida: A fs. 55/63 vta. obra recurso extraordinario de casación interpuesto por la Dra. Olga Mariela Bitar de Papa, Fiscal Coordinadora de la Unidad Fiscal de Recursos, contra la resolución dictada por la Excma. Cámara de Apelación y Control de fecha 12/07/2018 (fs. 37/43 vta.), que dispusiera en su punto 1º “No hacer lugar al recurso de apelación incoado y, en consecuencia, confirmar la resolución en todas sus partes.---------------------------------------------------



Para así decidir, respecto a  la oposición del M.P.F. a la concesión del beneficio de suspensión del juicio a prueba por exceder el máximo de 3 años establecido por el art. 76 bis. C.P., el tribunal revisor entendió que el sentenciante puede enrolarse en una determinada doctrina y jurisprudencia -tesis amplia de interpretación del art. 76 bis- siempre que realice una fundamentación suficiente. En ese contexto consideró satisfecha dicha premisa, confirmando así lo resuelto por el juez de grado.  -------------------------------------


En cuanto a la oposición fiscal, basada en la pena de inhabilitación que prevé como sanción conjunta la calificación asignada a los hechos enrostrados, consideró que los apelantes desconocen la doctrina sentada por nuestro máximo interprete constitucional a partir del fallo “N., J. B. s/ Recurso de hecho” (sentencia 23/04/2008, N.326.XLI) en el que se expidió sobre la procedencia del instituto, remitiéndose a los postulados vertidos en el fallo “Acosta, Alejandro Esteban s/ infracción art.14, 1° párrafo ley 23.737 causa N° 28/05” del 23/04/2008. ------------------------------------------



En este sentido esgrimió que “más allá de las facultades o potestades del Ministerio Público, existe una obligación jurisdiccional insoslayable como necesario control de legalidad que, en el caso particular, debe verificar la existencia de los presupuestos que habilitan la procedencia del instituto de suspensión de juicio a prueba, y en su caso, bajo la intelección de que la procedibilidad de tal instituto es un derecho, condicionado, pero un derecho al fin, debe entenderse que en caso de corresponder amerita su procedencia cualquiera fuere la opinión del representante del Ministerio Fiscal”. Concluye expresando que “la interpretación efectuada por su parte acota todo margen de arbitrariedad y permite al mismo tiempo que la finalidad del instituto de la suspensión del juicio a prueba no se vea desnaturalizada”.



II) Antecedentes del Caso: La causa caratulada “Prieto Hector Francisco s.d. Homicidio Culposo e.p. Pedro Alberto Iturre” se inició como consecuencia de un accidente de tránsito en el que perdiera la vida el Sr. Iturre.---------------------------------------------------



Durante la tramitación de la mencionada causa, la defensa técnica del encausado solicitó la suspensión del juicio a prueba. En dicha presentación sostuvo que estaban reunidos los requisitos para la procedencia del instituto. -----------------------------------------------



En ese sentido argumentó que en el acuerdo se había arreglado con los representantes de la víctima (hija) y compañía aseguradora, una indemnización por los daños y perjuicios sufridos como consecuencia del siniestro. Por otro lado propuso la realización de tareas comunitarias y el ofrecimiento por el término de seis meses de una contribución económica de la suma de pesos mil en pañales, leche larga vida y productos insecticidas a distribuir entre los más necesitados de la zona. -------



Corrido el traslado de la solicitud efectuada por la defensa, el M.P.F. y el querellante particular manifestaron su oposición. -------------------------------



Al resolver la petición de la defensa el Vocal designado para la etapa preliminar del debate consideró reunidos los recaudos de procedencia del instituto y en fecha 26/12/16 dispuso suspender el juicio a prueba por el plazo de dos años e imponer al imputado una serie de reglas de conducta.---------------------------------------



Apelado el fallo por el MPF y la querella, el Tribunal revisor rechazó la pretensión de los mencionados, confirmando el resolutorio atacado.-----------------------



Ante esta situación el representante de la Fiscalía interpuso el recurso de casación sujeto a tratamiento. ---------------------------------------------



III) Fundamentos del Recurso: Entiende procedente el remedio impetrado a tenor de los arts. 483 inc. 1 y 487 inc. 3º del C.P.P., en tanto la resolución que impugna adolece del vicio de arbitrariedad por inobservancia y errónea interpretación y aplicación de los preceptos legales.----------------------------------------



Puntualmente sostiene que el tribunal a-quo aplicó erróneamente el art. 76 bis, ter y quater del Código Penal. Además de ello, refiere que la resolución adolece del vicio de arbitrariedad por apartarse notoria y palmariamente de los principios básicos del proceso criminal, comprometiendo la regular administración de justicia. ------------------------------------------------



Consecuente a ello señala la errónea aplicación del art. 76 inc. 1 del Código Penal por entender equivocado el argumento del órgano revisor por cuanto considera que el fundamento de la oposición del Fiscal se fundó solamente en la penalidad que estimaba razonable pedir, cuando no fue así, puesto que -contrariamente de lo sostenido por el tribunal intermedio- no consintió el andamiaje del beneficio reclamado en razón de las características y la gravedad del hecho y la circunstancia de que solicitaría la imposición de una pena de prisión de efectivo cumplimiento. -----------------------------------



En ese razonamiento estima que fueron omitidas las consideraciones que acompañaron tal oposición como ser, las circunstancias especiales en las que se cometió el hecho y la gravedad en orden al resultado, circunstancias que nunca resultaron controvertidas por la defensa. En atención a ello, expresa que la fundamentación dada por el tribunal resulta aparente basada únicamente en “recopilación de historia y evolución de fallos jurisprudenciales, sin hacer consideraciones puntuales y precisas sobre las circunstancias concretas” expuestas por su parte en orden a la oposición formulada. --------------



Particularmente destaca lo dispuesto por el párrafo cuarto del art. 76 bis que dispone “si las circunstancias del caso permitieran dejar en suspenso el cumplimiento de la condena aplicable, y hubiese consentimiento del fiscal, el tribunal podrá suspender la realización del juicio”. ---------------------------------



En ese sentido remarca  la literalidad de la norma  en cuanto a la necesidad de consentimiento del fiscal para la viabilidad de tal beneficio. Recuerda las circunstancias en torno a las cuales se produjo el hecho: la excesiva velocidad en la conducción del rodado por parte del imputado, vehículo de menor porte de la víctima y el dosaje de alcohol en sangre del encausado mayor al permitido por la ley nacional. En especial se agravia del fundamento del tribunal a quo, quien concluyera “que no se advierte porqué sería más comprometedor para la sociedad un conductor imprudente que quien dispara un arma de fuego, o quien incurre en maltrato familiar”.-------------



Señala que el tribunal omitió considerar cuestiones fundamentales para la procedencia del instituto como es el análisis pormenorizado de las argumentaciones expuestas por su parte. Alude que la atribución de la judicatura de controlar la motivación y razonabilidad del dictamen fiscal no autoriza al órgano jurisdiccional a “sustituirla por la suya”, deviniendo tal pronunciamiento descalificable como acto jurisdiccional válido por desconocer el carácter vinculante del dictamen fiscal conforme al art. 76 bis referenciado.---------------------



IV) Examen de concesión: A fs. 65/65 vta. consta resolución del tribunal a quo concediendo el recurso interpuesto. Considera que la resolución dictada es susceptible de ser impugnada, dado que encuadra en los art. 483 y s.s. del C.P.P..-------------------------------



V) Dictamen Fiscal: A fs. 80/83 el Sr. Fiscal General produce dictamen.---------------------------------



En dicho dictamen, luego de efectuar reseña sobre los antecedentes del caso procede a analizar los fundamentos esgrimidos por el recurrente.-----------------



En tal sentido expresa que el agravio central del casacionista finca en la confirmatoria de una resolución que a su turno concediera el beneficio de la suspensión del juicio a prueba, sin que existiera el “consentimiento del fiscal” exigido en el dispositivo legal; desoyendo, además, la expresa oposición manifestada por el representante del Ministerio Público Fiscal.-------



En ese orden observa que la calificación jurídica asignada a los hechos imputados al encausado Héctor Francisco Prieto es la de homicidio culposo agravado por la conducción imprudente la cual prevé una escala penal de dos a cinco años de prisión e inhabilitación especial por el término de cinco a diez años. Además, advierte que tanto el querellante como el representante del Ministerio Público se opusieron fundadamente a la concesión de la suspensión del juicio a prueba, lo que evidencia la existencia de un caso contencioso.----------------------------------------------



En ese contexto remarca que el Ministerio Público se opuso a la pretensión del imputado en función de dos razones. Por un lado la improcedencia del instituto en casos donde el mínimo de la pena conjunta de inhabilitación supera el plazo máximo de concesión de la suspensión. Por otro lado, se fundó la oposición en torno a las circunstancias en las cuales el hecho se produjo como ser: la excesiva velocidad en la conducción del rodado por parte del imputado, vehículo de menor porte de la víctima, el dosaje de alcohol en sangre mayor al permitido y la extensión del daño causado (deceso de la víctima). ------------------------------------------------



En cuanto al requisito del consentimiento fiscal en función de lo normado por el art. 76 bis cuarto párrafo del C.P., considera que la jurisdicción no puede bloquear el progreso de la acción si no hay de parte de su titular público un pronunciamiento expreso favorable a la petición del imputado. --------------------------------------------



Entiende que el análisis de legalidad de pronunciamiento no implica la confusión de competencias ni la necesaria coincidencia argumentativa o decisoria entre jurisdicción y el Ministerio Público Fiscal. Que se trata, por el contrario, de una inspección que tiende a constatar que se ha actuado dentro del margen de atribuciones legales de las partes.------------------------------------



Alude que la única revisión posible de los tribunales en punto a la falta de consentimiento fiscal remite a evaluar si éste ha sido motivado y no a considerar si se está de acuerdo con su pronunciamiento o fundamentación. Entiende que una decisión como la que implica la suspensión del juicio a prueba supone la limitación de la persecución penal que se encuentra en cabeza del Ministerio Público Fiscal.---------------------



En orden a ello, esgrime que la imposición de esa medida por parte de la jurisdicción contrariando la oposición fundada del fiscal no encuentra sostén dentro de la lógica del art. 76 bis del Código Penal, ya que en una hermenéutica de ese tipo deja sin sentido normativo al pronunciamiento del Ministerio Público y entra en colisión con la consistencia y coherencia del sistema.-------------



Considera que el criterio que expuso la fiscal en torno al obstáculo adicional que presenta la figura del art. 84 bis. del C.P., en cuanto al monto mínimo de inhabilitación, resulta ser una interpretación jurídica plausible sobre la cuestión, de modo que no descalifica su dictamen ni lo torna arbitrario. Agrega que entre  los restantes motivos puestos de manifiesto por la titular de la vindicta pública para postular el rechazo del otorgamiento de la suspensión del proceso a prueba, se advierte que la fiscal actuó dentro del ámbito de discreción que le permite decidir qué causas va a llevar a juicio y cuales no, y que su oposición en este marco, resultó válida y razonable.-------------------------------



Concluye su informe, considerando que corresponde hacer lugar al recurso de casación, anular la resolución recurrida, y remitir las actuaciones al tribunal a quo para que continúe con la sustanciación de las presentes actuaciones, conforme su estado.------------



VI) Recaudos formales de Admisibilidad: Conforme lo dispone el primer párrafo del art. 491 del CPP, corresponde a éste órgano superior verificar la concurrencia de los recaudos que hacen formalmente admisible el remedido extraordinario que se intenta. Así, el recurso debe haber sido interpuesto oportunamente y con fundamentación suficiente, dirigido contra una resolución recurrible por ésta vía conforme expresa previsión de la norma adjetiva, o contra una sentencia definitiva o equiparable a tal.----------------------------------------



En ese sentido, se advierte que el recurso ha sido interpuesto en tiempo y por quien se encuentra legitimado para hacerlo (arts. 486 y 487 del C.P.P.).-----



Verificado el cumplimiento de los mencionados recaudos formales y, atendiendo aquellos que hacen a la impugnabilidad objetiva de la sentencia recurrida, cabe concluir que el decisorio en crisis, resulta admisible en los términos y alcances del art. 485 del C.P.P..----------



Ello es así, conforme a la doctrina sentada por nuestra Corte Suprema de Justicia de la Nación en el fallo “Menna Luis s/ recuso de queja”. En dicho fallo el Alto Cuerpo entendió que la resolución que hace lugar a la suspensión del proceso a prueba (art. 76 bis y ter del Código Penal) es susceptible de ser recurrida mediante el recurso de casación al tratarse de una resolución equiparada a definitiva, ya que la tutela de los derechos que se invocan no podría hacerse efectiva en una oportunidad procesal posterior. En igual sentido consideró que “...la resolución que hace lugar a la suspensión del juicio a prueba impide que el proceso continúe hasta el dictado de la sentencia definitiva, con la consecuencia de que se extinguirá la acción penal al cumplirse las condiciones establecidas en el cuarto párrafo del citado art. 76 ter.” (C.S.J.N. “Menna Luis s/ recurso de Queja” fecha 25/09/1997 Id SAIJ: SUA0047867 Nro. Interno: M 305 XXXII T. 320, P.).----------------------------------------



En efecto, conforme a lo expuesto, la sentencia recurrida resulta equiparable a definitiva en tanto pone fin a la acción e imposibilita que el proceso continúe, en los términos del fallo Menna antes citado.----------------



En lo referente a los fundamentos del recurso, esto es, a las exigencias contenidas en el art. 483 CPP, la impugnante invoca que la sentencia del Tribunal de Apelaciones en lo Penal es arbitraria, dado que se aparta notoria y palmariamente de los principios básicos del proceso criminal, por la errónea  interpretación y aplicación de leyes de fondo y forma, con lo cual queda satisfecha la exigencia de la norma de rito citada.-------



VII) Análisis sobre la procedencia (sustancial) del recurso: 



La recurrente cuestiona la decisión del tribunal a quo por entender  que a pesar de su oposición, aplicó erróneamente el art. 76 bis, ter. quater del Código Penal. En fundamento a ello sostiene que: a) la pena prevista para el delito enrostrado supera los 3 años por lo que no sería susceptible de suspenderse a prueba; b) que la pena de inhabilitación accesoria al delito imputado impediría la concesión del beneficio conf. art.76 bis penúltimo párrafo del Cod. Penal y c) el carácter vinculante de su oposición.------------------------------------------------



Los argumentos expuestos en primer y segundo término,  se vinculan con aspectos jurídicos del decisorio por cuanto cuestionan el alcance, interpretación y aplicación que del mencionado precepto legal llevó a cabo el tribunal, circunstancia que habilita el tratamiento en esta instancia extraordinaria.----------------------------



En esa tarea, es necesario recordar que el art. 76 bis que se ubica en el Titulo XII la Suspensión del Juicio a Prueba dispone “El imputado de un delito de acción pública reprimido con pena de reclusión o prisión cuyo máximo no exceda de tres años, podrá solicitar la suspensión del juicio a prueba. En casos de concurso de delitos, el imputado también podrá solicitar la suspensión del juicio a prueba si el máximo de la pena de reclusión o prisión aplicable no excediese de tres años. Al presentar la solicitud, el imputado deberá ofrecer hacerse cargo de la reparación del daño en la medida de lo posible, sin que ello implique confesión ni reconocimiento de la responsabilidad civil correspondiente. El juez decidirá sobre la razonabilidad del ofrecimiento en resolución fundada. La parte damnificada podrá aceptar o no la reparación ofrecida, y en este último caso, si la realización del juicio se suspendiere, tendrá habilitada la acción civil correspondiente. Si las circunstancias del caso permitieran dejar en suspenso el cumplimiento de la condena aplicable, y hubiese consentimiento del fiscal, el Tribunal podrá suspender la realización del juicio. Si el delito o alguno de los delitos que integran el concurso estuviera reprimido con pena de multa aplicable en forma conjunta o alternativa con la de prisión, será condición, además, que se pague el mínimo de la multa correspondiente. El imputado deberá abandonar en favor del estado, los bienes que presumiblemente resultarían decomisados en caso que recayera condena. No procederá la suspensión del juicio cuando un funcionario público, en el ejercicio de sus funciones, hubiese participado en el delito. Tampoco procederá la suspensión del juicio a prueba respecto de los delitos reprimidos con pena de inhabilitación. Tampoco procederá la suspensión del juicio a prueba respecto de los ilícitos reprimidos por las Leyes 22.415 y 24.769 y sus respectivas modificaciones.
--------

Respecto a la mencionada norma y su exégesis, la CSJN en el fallo Acosta Alejandro Esteban s/ infracción art. 14 1º párrafo, ley 23.737” señaló que “Que para determinar la validez de una interpretación, debe tenerse en cuenta que la primera fuente de exégesis de la ley es su letra (Fallos: 304:1820; 314:1849), a la que no se le debe dar un sentido que ponga en pugna sus disposiciones, sino el que las concilie y conduzca a una integral armonización de sus preceptos (Fallos: 313:1149; 327:769). Este propósito no puede ser obviado por los jueces con motivo de las posibles imperfecciones técnicas en la redacción del texto legal, las que deben ser superadas en procura de una aplicación racional (Fallos: 306:940; 312:802), cuidando que la inteligencia que se le asigne no pueda llevar a la pérdida de un derecho (Fallos: 310:937; 312:1484). Pero la observancia de estas reglas generales no agota la tarea de interpretación de las normas penales, puesto que el principio de legalidad (art. 18 de la Constitución Nacional) exige priorizar una exégesis restrictiva dentro del límite semántico del texto legal, en consonancia con el principio político criminal que caracteriza al derecho penal como la ultima ratio del ordenamiento jurídico, y con el principio pro homine que impone privilegiar la interpretación legal que más derechos acuerde al ser humano frente al poder estatal.---



Que, en tales condiciones, cabe concluir que el criterio que limita el alcance del beneficio previsto en el art. 76 bis a los delitos que tienen prevista una pena de reclusión o prisión cuyo máximo no supere los tres años se funda en una exégesis irrazonable de la norma que no armoniza con los principios enumerados, toda vez que consagra una interpretación extensiva de la punibilidad que niega un derecho que la propia ley reconoce, otorgando una indebida preeminencia a sus dos primeros párrafos sobre el cuarto al que deja totalmente inoperante” (CSJN, 23-4-2008, Fallos: 331:858 y también aclaradas en la resolución PGN 86/04, 2-8-2004.).-------------------------



Por su lado, en la misma causa el Procurador General de la Nación, en su dictamen expresó “La denominada “tesis amplia” no solo se ha mostrado como una respuesta racional frente al grave congestionamiento que viven casi todos los órganos jurisdiccionales en donde se celebran juicios orales, sino que además evita la estigmatización del delincuente primario no reiterante, favorece notoriamente el acercamiento de la víctima a la resolución del conflicto, y mejora las posibilidades para que todos los operadores del sistema penal, incluyendo a los fiscales, puedan concentrar sus mayores esfuerzos en llevar a juicio aquellas causas de mayor gravedad. Todos estos objetivos resultan esenciales a la hora de diseñar un política criminal del organismo, tendiente a consolidar el Estado de derecho, y en particular desde la óptica de las funciones que la Ley Orgánica pone en cabeza del procurador general de la Nación, instruir a los Sres.  Fiscales en materia penal de todo el país a fin de que, en aquellos casos en que se solicite la aplicación del instituto de la suspensión del juicio a prueba, ajusten su actuación a lo dispuesto en la resolución PGN 24/2000. Procede la aplicación del art. 76 bis cuando concurre, alternativamente, alguna de las siguientes hipótesis: a) cuando la pena en abstracto prevista para el delito, o concurso de delitos, no supera los tres años de prisión o reclusión; y b) en los casos en que la pena en abstracto para el delito, o concurso de delitos, supera los tres años de prisión o reclusión, siempre que las circunstancias del caso permitieran dejar en suspenso el cumplimiento. La restricción que impone el último párrafo del art. 76 bis del Cod. Penal debe ser interpretada en el sentido de que se refiere a los delitos reprimidos exclusivamente con pena de inhabilitación de la pena aplicable, en los mismos términos del art. 26 del Código Penal.. Cuando la pena de inhabilitación se encuentra prevista en forma conjunta o alternativa, solo corresponderá dictaminar en favor de la aplicación del instituto, si se impone al imputado como regla de conducta durante todo el periodo de prueba el cese de la actividad en la que habría sido inhabilitado para recaer condena y la capacitación necesaria para remediar la impericia manifestada en el delito.(MPF, Resolución PGN 86/2004, del 2-08-2004, Procurador General de la Nación, Esteban Justo Righi).---------------------------------------------------

VII a) Expuesto el marco legal, doctrinario y jurisprudencial, corresponde analizar en particular las cuestiones en que se fundamentó el planteo casatorio.-----



a.1) La pena prevista para el delito enrostrado supera los 3 años: En lo que se refiere a esta cuestión, cabe señalar que a partir del fallo Acosta se ha dejado atrás un criterio restrictivo sobre la interpretación del art. 76 bis., ampliando su aplicación a todos los casos en que pudiere corresponder una condena de ejecución condicional, es decir, ya no se fija en el máximo de la pena conminada en abstracto sino en la posibilidad de que la misma pueda ser dejada en suspenso.--------------------



Dicho esto y coincidiendo con lo expresado por el tribual a quo, entendemos que si bien el delito enrostrado en su pena en abstracto supera los tres años, dicha sanción permitiría que la pena pueda ser dejada en suspenso y, como tal, sería aplicable la suspensión del juicio prueba, conforme lo resuelto en el fallo Acosta. Por tal motivo, y siguiendo los lineamientos del  citado resolutorio, consideramos que la oposición efectuada en este sentido por el M.P.F. debe ser desestimada. ---------



a.2) Que la pena de inhabilitación accesoria al delito imputado impediría la concesión del beneficio conf. art.76 bis penúltimo párrafo del Cod. Penal: Sobre este agravio entendemos, tal como lo hizo el tribunal revisor, que la Corte Suprema de Justicia de la Nación en los precedentes ‘Acosta’ (Fallos, 331: 858) y ‘Norverto’ (N. 326 XLV), consolidó la llamada tesis amplia en cuanto a los criterios de admisibilidad de la suspensión del juicio a prueba. En este sentido, si bien los delitos con pena de inhabilitación no fueron debatidos en el caso “Acosta”, la procedencia del instituto sería aplicable también a los mismos. Lo cierto es que en el caso ‘Norverto’ -en que el delito implicado preveía la doble sanción de prisión e inhabilitación- la Corte decidió concederlo igualmente, sin hacer referencia alguna a un posible ofrecimiento de autoinhabilitación o a la imposición de ese extremo como regla de conducta durante el plazo de la suspensión.------



Esta situación también fue reconocida por la Procuración General de la Nación cuando expresó “La restricción que impone el último párrafo del art. 76 bis del Cod. Penal debe ser interpretada en el sentido de que se refiere a los delitos reprimidos exclusivamente con pena de inhabilitación (PGN 86/04, 2-8-2004).-------------



De lo expuesto, puede concluirse que el agravio respecto a esta cuestión tampoco puede prosperar por cuanto el delito imputado a Prieto prevé la pena de inhabilitación de manera conjunta y no como sanción de carácter exclusivo.---------------------------------------



a. 3) El carácter vinculante de su oposición. Al respecto es preciso recordar que la motivación es una exigencia necesaria para proteger al justiciable contra las decisiones arbitrarias de los jueces y de los fiscales. ------------------------------------------------



En ese contexto, el fiscal al dictaminar sobre la procedencia o no del pedido de suspensión del proceso a prueba, debe dar a conocer las razones de su parecer, ya sea al brindar su consentimiento o al formular su oposición.------------------------------------------------



Ahora bien, dicho esto, y conforme el argumento invocado por el M.P.F., entendemos necesario desentrañar el carácter que debe otorgársele a la oposición del fiscal respecto al pedido de suspensión del juicio a prueba. En ese sentido consideramos que conforme el tenor de la oposición pueden distinguirse claramente dos cuestiones: a)  las que se refieren a los presupuestos que el legislador ha previsto para la procedencia del instituto y su opinión sobre si la solución que prevé el art. 76 bis de la ley de fondo es adecuada para el caso, b)  las que se sustentan en razones de política criminal según las características del caso del que se trate.----------------



En la primera cuestión (presupuesto legales necesarios para la procedencia del instituto), autores como Alberto Bovino, Mauro Lopardo y Pablo Rovatti han considerado que el consentimiento fiscal en esta cuestión opera como una exteriorización del principio de oportunidad, en el marco del sistema acusatorio. ---------



De esta forma entendieron que “El juicio de oportunidad del acusador acerca de la conveniencia de suspender el procedimiento, en efecto, no puede estar fundado en el convencimiento personal del fiscal de que algún requisito legal no ha sido cumplido. Su oposición fundada en el incumplimiento de un requisito legal no obliga al tribunal, pues sólo este último puede decidir con poder vinculante la legalidad de la solicitud del imputado. Si la opinión del ministerio público obligara al tribunal, esa circunstancia impediría, indudablemente, que el tribunal ejerciera su facultad exclusiva de controlar la legalidad de la medida, facultad propia de su poder jurisdiccional. Si el juicio del fiscal, por ejemplo, sobre la calificación jurídica del hecho, impidiera la suspensión del procedimiento —v. gr., por ausencia del requisito legal de que corresponda la condenación condicional—, ello impediría, directamente, que la opinión del tribunal sobre ese requisito legal prevalezca sobre el juicio del acusador”. ------------------------------------



Recalcan que: “Otorgar valor vinculante al consentimiento del fiscal respecto de los requisitos legales de procedencia de la suspensión del procedimiento, cuya verificación y definición corresponde obligatoria y exclusivamente al tribunal, implica al mismo tiempo, desconocer el valor de la decisión del tribunal en cuanto a la verificación del cumplimiento de las exigencias establecidas como presupuestos legales de la aplicación del instituto. Ello significa, entonces, que el consentimiento del fiscal, para no usurpar la función de control de legalidad, atribución propia de la función jurisdiccional, debe tener por objeto, necesariamente, algo distinto a las exigencias legales, cuya verificación exige el control judicial. -------------------------------



De este modo, se distingue adecuadamente el “consentimiento” del fiscal previsto en el texto del art. 76 bis —párrafo IV— de un “dictamen” sobre la concurrencia de los recaudos legales de procedencia, y se evita una equivocada y estéril superposición de atribuciones”. (Alberto Bovino, Mauro Lopardo y Pablo Rovatti, Suspensión del procedimiento a prueba: teoría y práctica, CABA, Del Puerto, 2013, p. 39). ------------------------------------



Expuesto ello puede decirse que el juez es quien tiene el poder exclusivo para determinar la legalidad de la situación fáctica. En tanto se trate de supuestos de legalidad, el fiscal, como cualquier parte ante un tribunal imparcial, sólo puede alegar, pero la decisión acerca de la legalidad corresponde únicamente al tribunal (función jurisdiccional). Si el fiscal sólo se opone a la suspensión alegando ausencia de requisitos, y el tribunal los considera cumplidos, equivale a consentimiento” (Bovino, Lopardo y Rovatti, ob. cit., pp. 308/311 y 335 y citas: Aued, Norberto R. y Juliano, Mario A., La probation y otros institutos del derecho penal, Universidad, Bs. As., 2001, p. 47; Vitale, Gustavo L., Suspensión del proceso penal a prueba, Del Puerto, Bs. As., 1996, p. 262).-----------------------------------------------------



En  lo que hace a la segunda cuestión (las que invocan razones de política criminal) se ha entendido que superado el control jurisdiccional de fundamentación, la oposición del fiscal resulta vinculante para el tribunal en los términos del art. 76 bis del CP; por ende, en ausencia de consentimiento, la suspensión del juicio a prueba no puede concederse.-------------------------------



Es necesario aclarar, que para que tal negativa tenga esa consecuencia, debe ésta sustentarse en razones de política criminal como: las relativas gravedad del hecho —v. gr., su reiteración, la afectación de diversos bienes jurídicos, la pluralidad de imputados y/o de víctimas, la extensión del daño, que el suceso posea significado jurídico de ejercicio de violencia contra la mujer, el interés social en debatir determinado caso, etc.— o las condiciones del imputado —por caso, su actitud posterior al hecho, o la falta de voluntad para componer el conflicto; en definitiva, el reconocimiento de la otra parte—.---------------------------------------------------



Al respecto autores como Bovino, Lopardo y Rovatti explican que las características del aludido consentimiento “...se debe limitar a la formulación de un juicio de conveniencia y oportunidad política-criminal, en un caso concreto, acerca de la continuación o la suspensión de la persecución penal. Este juicio no debe estar fundado en los mismos requisitos legales establecidos para la suspensión del procedimiento. Esos requisitos ya han sido objeto de un juicio de conveniencia y oportunidad por parte del legislador —que, por este motivo, los estableció como exigencias o presupuestos legales para la suspensión—, y la verificación efectiva de su existencia corresponde, en cada caso concreto, al tribunal”.------------------------------------------------



Arévalo y Hernández Amundarain reconocen claramente la distinción entre ambas funciones. En principio, admiten que en el dictamen, el fiscal se pronuncie sobre requisitos de legalidad para la aplicación de la suspensión —v. gr., la oferta reparatoria— o sobre medidas cuya aplicación es competencia exclusiva del tribunal —v. gr., las ventajas o desventajas de ciertas reglas de conducta—. Tales opiniones, sin embargo, no son consideradas vinculantes para el tribunal. En estos supuestos, el fiscal se limita a ser oído, pero sin usurpar las funciones jurisdiccionales propias del tribunal. Lo que sí constituye la función propia del acusador público, en cambio, y que sí vincula al tribunal, es la “conveniencia de la suspensión”.--------------------



De lo expuesto, y encolumnados en la linea de pensamiento de los autores mencionados, podemos concluir que el planteo de oposición del Ministerio Fiscal puede encaminarse en dos sentidos: el primero, fundado en los presupuestos legales necesarios para la procedencia del instituto y el segundo, justificado en cuestiones de política criminal. En el primer caso no será vinculante para el Tribunal, mientras que en el segundo, tendrá carácter vinculante para el tribunal, siempre que las cuestiones de política criminal se encuentren debidamente fundamentadas.--------------------------------------------



Efectuada esta referencia doctrinaria, corresponde a este cuerpo determinar si, como lo argumenta el casacionista, su oposición resultaba vinculante para el tribunal que decidió la suspensión del juicio a prueba.---



En  esa tarea, y del análisis de los actuados, puede apreciarse que el Ministerio Público Fiscal al recurrir a la alzada, fundamentó su oposición en dos cuestiones, la primera de ellas, que el monto de la pena prevista para el delito enrostrado no permitía la aplicación del instituto de suspensión del juicio a prueba y la segunda, que al prever el delito pena de inhabilitación este beneficio tampoco era procedente (fs. 07/08). --------------------------------------------------



Ahora bien, de lo supra citado se advierte que el cuestionamiento del órgano acusador radicó en la interpretación jurídica de una norma.---------------------



Dicho esto, podemos concluir que el carácter vinculante de la oposición invocada por el M.P.F resulta improcedente, ya que es facultad del órgano jurisdiccional, resolver si se encuentran cumplidos o no los  presupuestos legales necesarios para la procedencia de la suspensión del juicio a prueba. --------------------



En ese sentido, y en un todo de acuerdo con lo resuelto por el tribunal a quo, consideramos que la oposición efectuada en este sentido por el M.P.F. debe ser desestimada.----------------------------------------------



Sin perjuicio de lo expuesto y en referencia a las circunstancias relativas al hecho y su gravedad, alegadas como motivo de agravio en esta instancia, puede decirse, que si bien éstas fueron mencionadas, las mismas no fueron expuestas como motivo de agravio ante la alzada, por lo que entendemos que dicho planteo resulta a todas luces improcedente. --------------------------------------



VIII) Conclusión: Descartada la arbitrariedad del tribunal a quo en cuanto a la interpretación y aplicación de la ley y, siendo que los argumentos expuestos por el MPF no alcanzan para conmover el criterio adoptado por el tribunal revisor, resulta procedente la confirmación del decisorio atacado por la vía casatoria.--



Por los fundamentos que anteceden, normas y jurisprudencia citadas, oído el Fiscal General del Ministerio Público, Voto por: I) No hacer lugar al recurso de casación deducido a fs. 55/63 por el Ministerio Público Fiscal, y en consecuencia; II) Confirmar la resolución de fs. 40/43 vta., de fecha 12/07/2018, emanada de la Cámara de Apelación y Control Tribunal de Alzada en lo Penal.----



A estas mismas cuestiones, la Dra. Ana Rosa Rodriguez, dijo: Que se adhiere en un todo a lo sustentado por el Dr. Eduardo Federico Lopez Alzogaray votando en igual forma.

A las mismas cuestiones, el Dr. Eduardo José Ramón Llugdar, dijo: Que se adhiere en un todo a lo sustentado por el Dr. Eduardo Federico Lopez Alzogaray votando en igual forma. Con lo que se dió por terminado el Acto, firmando los Sres. Vocales, por ante mí, que doy fe. Fdo: Eduardo Federico Lopez Alzogaray – Ana Rosa Rodríguez – Eduardo José Ramón Llugdar – Julio Carmelo Vidal – Graciela M. Viaña de Avendaño – Ante mí: Dra. Karina Chaud Nigro – Secretaria Judicial Autorizante – Es copia fiel del original, doy fe.
Santiago del Estero, dieciocho de noviembre del año dos mil veinte.



En mérito al resultado de la votación que antecede, la Sala Criminal, Laboral y Minas del Excmo. Superior Tribunal de Justicia, Resuelve: I) No hacer lugar al recurso de casación deducido a fs. 55/63 por el Ministerio Público Fiscal, y en consecuencia; II) Confirmar la resolución de fs. 40/43 vta., de fecha 12/07/2018, emanada de la Cámara de Apelación y Control Tribunal de Alzada en lo Penal. Protocolícese, expídase copia para agregar a autos, hágase saber y oportunamente archívese. Fdo: Eduardo Federico Lopez Alzogaray – Ana Rosa Rodríguez – Eduardo José Ramón Llugdar – Julio Carmelo Vidal – Graciela M. Viaña de Avendaño – Ante mí: Dra. Karina Chaud Nigro – Secretaria Judicial Autorizante – Es copia fiel del original, doy fe.
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